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de una concepción algo distinta del Estado, de los fines del Estado, ya que este 
pasa a ser un Estado social y democrático de derecho (fórmula que utilizaría 
mucho después la Constitución española de 1978), insertándose en una tipo-
logía que «iba a asignar al poder político el papel predominante de promotor 
del progreso económico, de la justicia social y del desarrollo cultural» (en 
palabras del profesor Fernández Segado, pág. 1074). Dedica sus esfuerzos en 
este apartado el profesor de la Complutense a certificar y exponer de modo 
claro cómo la Constitución de 1917 amplia el círculo de los derechos funda-
mentales de la persona y del ciudadano a los del ser humano y de la igualdad 
de oportunidades, esto es, los derechos sociales más básicos en el sentir de hoy: 
la educación y la libertad de enseñanza, la libertad de trabajo, el régimen de la 
propiedad de la tierra, y el derecho al trabajo junto con un elenco de derechos 
laborales. Para ello nos ofrece una exégesis pormenorizada de los arts. 3, 5, 27 
y 123 de la Constitución de Querétaro de 1917, amén de algunas reformas y 
leyes materialmente constitucionales trascendentales.

Es pertinente indicar que la obra es ciertamente prolija y extensa, quizá en 
demasía para aquel que busque un rápido resumen, un cuadro sinóptico de la 
historia constitucional mexicana o una fácil definición de diccionario del juicio 
de amparo. Aquí el lector se halla ante una monografía completa, que aborda los 
temas señalados con exhaustividad. Podemos concluir que tanto el lector consti-
tucionalista iberoamericano como el europeo hallan en el libro comentado una 
prueba más de su profundo análisis y su carácter detallista, casi agotador; y sobre 
todo se encontrarán con una obra que permite bucear en una etapa apasionan-
te del constitucionalismo iberoamericano y mexicano en particular, a saber, la 
transición del siglo xix —desde la independencia— al inicio del siglo xx, con el 
inicio de la estabilidad política y el constitucionalismo social. Ni que decir tiene 
que esta etapa, con todas sus particularidades, halla sus fuentes y tiene un reflejo 
también en la doctrina general e interactúa asimismo con el devenir histórico 
constitucional europeo y español. De esto último se ocupará, con igual nivel de 
detalle, suponemos, en el esperado segundo volumen. 

Pere Ollers Vives
Letrado del Consejo Consultivo de las Islas Baleares

Ugo Adamo: Costituzione e fine vita. Disposizioni anticipate di tratta-
mento ed eutanasia (Constitución y fin de la vida. Testamento vital y eutanasia), 
Milán, CEDAM-Wolters Kluwer, 2018, XXVI-270 págs.

 
El conocido editor italiano CEDAM, ahora —como muchas editoriales es-
pañolas— perteneciente al grupo editorial Wolters Kluvers, ha publicado una 
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muy interesante monografía de un joven investigador italiano sobre un tema 
clásico (muy clásico) pero también actual (muy actual).

Las razones de la actualidad de la materia objeto de investigación (la 
decisión sobre el final de la vida) son simples: por una parte, el avance de la 
técnica ha provocado un cambio en la relación del cuerpo con su existencia 
«natural» (apostillamos «natural», pues la técnica empieza a separar lo natural 
de lo artificial con relativa facilidad), y, por otra parte, y desde una perspectiva 
más jurídica, las solicitudes de justicia cada vez son más abundantes, cada año 
llegan a los tribunales ordinarios, a los tribunales constitucionales y a los tri-
bunales supranacionales demandas que solicitan el reconocimiento del dere-
cho a decidir sobre sus cuerpos y, por lo tanto, sobre el cuándo y cómo morir.

La materia es una materia típica (incluso podríamos afirmar, la más típi-
ca) de la justicia constitucional en cuanto garante e intérprete de los derechos 
fundamentales: la vida es la base o el fundamento de los restantes derechos 
fundamentales, por lo que la muerte cierra el círculo en donde pueden operar 
estos, al margen de consideraciones morales o religiosas, donde el debate pue-
de ser incluso muy intenso.

No solo para el lector italiano, sino también para los lectores españoles y 
europeos, los casos (dramáticos y problemáticos) de Piergiorgio Welby, Eluana 
Englaro, Charlie Gard, Alfie Evans y, por último, pero no menos importante, 
el del popular Fabiano Antoniani (dj Fabo), son muy conocidos, así como los 
de Inmaculada Echevarría Ramírez o Ramón Sampedro.

Todos estos asuntos, tristemente conocidos, tienen en común haberse 
convertido precisamente en «casos» que llegaron ante el juez, al que se le pi-
dió que limitara el uso cada vez más invasivo de los conocimientos médicos, 
al considerar que la vida en esas circunstancias ya no era digna de ser vivida. 
Una medicina cada vez más tecnificada significa que la persona ya no logra ser 
«protagonista» de su vida (y de su cuidado), y se convierte cada vez más en un 
«objeto» del saber técnico.

El volumen escrito por Ugo Adamo está estructurado en cinco capítulos, 
precedidos por una amplia introducción, y acaba con un apartado de conclu-
siones también extenso.

La perspectiva que adopta el autor (y que constituye el hilo conductor de 
toda la obra, tanto en la parte de iure como en la parte de iure condendo) es la 
de apostar por el principio de autodeterminación del individuo, consagrado 
en el ordenamiento y en la jurisprudencia constitucional: la Constitución ita-
liana entre los principios supremos que la inspiran reconoce formas de reco-
nocimiento personal de las decisiones que pueden adoptarse sobre el final de 
la vida. Es una perspectiva valiente (al hacerse en un país como Italia, donde 
reside el Estado Pontificio) para la cual no se apoya en declaraciones políticas 
o morales, sino en razones jurídicas.
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En la «Introducción», Adamo —con una metodología clásica impe-
cable— establece el objeto de la investigación y ofrece una definición de la 
terminología utilizada, que, como es sabido, es abundante y puede llevar a 
confusión o, al menos, a incertidumbre o imprecisión: la propia traducción 
que yo hago de las disposizioni anticipate di trattamento del título de la obra 
como «testamento vital» se presta a diferentes terminologías, no coincidentes 
ni siquiera en los distintos cuerpos legislativos españoles. Parece que lo mismo 
sucede en Italia, donde algunos hablan de «negativa al tratamiento», otros, 
de «solicitud para morir», los más explícitos, de «ayuda al suicidio» o los más 
figurativos, de «maltrato terapéutico».

Tras definir el objeto y precisar definiciones, Ugo Adamo señala la fina-
lidad del trabajo: «[…] ofrecer posibles soluciones a los problemas planteados 
por los conflictos que surgen en las ciencias de la vida como consecuencia 
de los avances técnicos». Indudablemente es un objeto ambicioso —que a 
mi juicio no logra, pues eso es imposible—, pero sí ofrece pautas para poder 
acercarnos al problema, lo cual ya es mucho. Pautas no solo para el estudioso, 
sino principalmente para los operadores jurídicos, y entre estos, los jueces.

Su premisa personal o punto de partida desde el cual lleva a cabo toda la 
investigación es el que «la vida (el bios) no es reducible a los meros datos bioló-
gicos, a la física del cuerpo», sino que también es biografía, que está vinculada 
al sentido que el sujeto —quien vive en un tiempo— tiene de sí mismo y de 
lo que quiere de sí mismo para permanecer como «vivido» y como expresión 
de su propia dignidad.

Los primeros capítulos se centran en la construcción teórica y jurispru-
dencial del derecho fundamental al consentimiento informado en el contexto 
del derecho a la salud, y demuestran en una perspectiva crítico-interpretati-
va que en Italia —como también ha ocurrido en España— el ordenamiento 
constitucional quería alejarse de una visión estatal-paternalista en favor de una 
afirmación del principio personalista —de que la libertad de autodetermina-
ción constituye un corolario importante que coloca a la persona en el centro 
de la protección— y que el rechazo a los cuidados médicos (cuando el rechazo 
es libre) no puede limitarse, aun en el supuesto de que el rechazo suponga ter-
minar una vida. Por lo tanto, el iter que sigue es que desde el «consentimiento 
para el tratamiento» se pasa al «consentimiento informado» y del consenti-
miento informado se pasa al «rechazo del tratamiento».

Si no hay dudas de que el derecho a decidir supone aceptar o no un trata-
miento de salud específico —lo cual, desde hace varios años, ya está reconoci-
do como derecho—, no se puede afirmar lo mismo sobre el derecho a decidir 
por adelantado acerca del consentimiento para recibir algunos tratamientos 
en el supuesto de que uno se encuentre en una situación de incapacidad y no 
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tenga capacidad plena para comprender y querer, capacidad sobre la que se 
basa el consentimiento informado.

El autor señala que en el sistema legal italiano, gracias a varias decisio-
nes judiciales (tanto del Tribunal Constitucional como del Tribunal Supremo, 
pero no solo), existía el «derecho a decidir sobre el propio tratamiento y a 
hacerlo por adelantado»; sin embargo, no había una seguridad similar en las 
«modalidades de su ejercicio» (y por lo tanto en la «garantía») del derecho. 
Debido a esta circunstancia, mantiene Ugo Adamo, la Ley n. 219/2017, Nor-
me in materia di consenso informato e di disposizioni anticipate di trattamento 
(Reglas sobre consentimiento informado y disposiciones anticipadas de trata-
miento), que entró en vigor el 15 de enero de 2018, ha sido muy bien acogida. 
Esta legislación, que después de un año aún no se ha implementado en su 
totalidad, representó la legalización de la construcción jurisprudencial sobre 
el consentimiento informado y el derecho a decidir sobre el tratamiento de 
salud. En Italia el testamento vital (o instrucciones previas; o voluntad vital 
anticipada) recibe el acrónimo DAT, siglas que refieren al título del enunciado 
de la ley: disposizioni anticipate di trattamento.

En el tercer capítulo, el autor hace una interpretación crítica de la dis-
ciplina del DAT, argumentando acerca de la plena naturaleza vinculante de 
sus contenidos, aunque con dudas importantes (algunas de las cuales se han 
evidenciado a la hora de aplicar la ley), el juicio que expresa sobre la regula-
ción efectuada es en general positivo, pues entre sus ventajas valora algo que 
en estos días parece haberse olvidado: la contribución de la norma a dotar de 
una mayor seguridad jurídica a un ámbito material muy incierto.

El cuarto capítulo analiza todos los casos principales que le han brindado 
al Tribunal Europeo de Derechos Humanos la oportunidad de producir una 
jurisprudencia significativa, aunque aún incompleta, en relación con el final 
de la vida.

La jurisprudencia (Sanlés v. España, Pretty v. El Reino Unido, Haas v. Sui-
za, Koch v. Alemania, Gross v. Suiza, Lambert y otros v. Francia, Gard y otros v. 
Reino Unido) del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, aunque siempre 
ha recordado el «margen de apreciación», después de una doctrina tímida y no 
siempre clara, ha declarado abiertamente que el art. 8 del Convenio reconoce 
y protege el derecho del individuo a decidir cómo y cuándo finalizar su propia 
vida.

En el último capítulo, se señala que en Italia en torno al tema de la euta-
nasia y la ayuda al suicidio existe una legislación que no reconoce el derecho 
a decidir sobre su propia vida, al exigir una intervención activa del médico. 
Se trata de una obligación de hacer por parte del médico. Sin embargo esa ley 
no limita la posibilidad de que, en el caso de rechazo de la atención médica, 
este no tiene una obligación de hacer, sino de no hacer. En Italia todavía está 
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vigente una ley de 1930 (promulgada bajo el orden fascista) que establece la 
prohibición absoluta de la eutanasia y de la ayuda al suicidio (incluso frente a 
un consentimiento en ese sentido) que podría ser considerada una injerencia 
ilegítima en el derecho al respeto de la vida privada del art. 8 de la Conven-
ción, en cuanto que no respeta el test de proporcionalidad mantenido por el 
Tribunal Europeo en relación con la legislación inglesa para ayudar al suicidio 
tal y como requiere el párrafo 2.º del citado art. 8 (caso Pretty).

A partir de ahí Adamo se centra en las razones por las que el legislador 
debiera regular la eutanasia, definida como «la búsqueda de una muerte ami-
gable llevada a cabo por otros para quienes padecen una enfermedad incura-
ble con resultado letal, en base a una solicitud válida por parte de estos, para 
poner fin a un estado de sufrimiento considerado por el paciente como inútil 
e intolerable». El autor parte de una definición que podemos considerar es-
tándar, en el sentido de que no se adentra en los todavía más espinosos temas 
de la eutanasia por el simple hecho de querer morir, sino que se limita a la 
condicionada por la existencia de una enfermedad terminal.

Antes de pasar a las perspectivas que se han «abierto» en el futuro cercano 
en el ordenamiento jurídico italiano, Adamo lleva a cabo una dura crítica a 
la legislación italiana, en la medida en que no equilibra (con la consiguiente 
falta de razonabilidad) el derecho a decidir de forma autónoma sobre el cómo 
y el cuándo debe terminar la vida con el derecho a la vida, que es la tarea 
que compete al Estado asegurar. Aunque se afirma la falta de racionalidad 
de la ley, el autor cree que existen dificultades indudables para que el Tribu-
nal Constitucional italiano reconozca la eutanasia como un nuevo derecho 
mediante una sentencia que dé un contenido distinto de la ley pero acorde 
al mandato constitucional (las denominadas sentenze manipolative) o incluso 
mediante una sentencia estimatoria de la inconstitucionalidad en el ámbito 
penal al permitir un amplio margen de maniobra y de discrecionalidad al le-
gislador; pero también se advierte de las muchas dificultades técnico-jurídicas 
de ese planteamiento, pues el Tribunal Constitucional no puede reescribir la 
ley protegiendo todos los valores que deberían protegerse: asegurando que la 
capacidad de entender y desear sea plena; estableciendo quién puede solicitar 
la eutanasia, ya sea mayor o menor que edad; proporcionando un período de 
tiempo apropiado entre la solicitud y la muerte; evaluando la fundamentación 
científica de la valoración médica; regulando la posibilidad de objeción por 
parte del médico, etc.

Antes de llegar a la parte del trabajo (en las conclusiones) en la que se 
centra sobre la forma y la manera en la que se debería regular esta materia, en 
el último capítulo se refutan, primero, las objeciones tradicionales a la consti-
tucionalidad de una ley que legaliza la eutanasia (el derecho absoluto a la vida 
y la imposibilidad de imponer el deber de «matar» a un médico, así como la 



COMENTARIOS BIBLIOGRÁFICOS	 273

Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, 23(1), pp. 263-283

objeción de lo que se puede llamar abrir el camino hacia «pendiente resbala-
diza»), y luego se identifican los principios constitucionales que garantizarían 
cobertura constitucional a la regulación; principios y derechos interpretados 
a la luz de la distinción entre «vida biológica» y «vida biográfica», entre «tener 
una vida» y «estar vivo», entre «dimensión objetiva» y «dimensión subjetiva» 
de la dignidad.

Siguiendo el enfoque metodológico del conocido en España constitucio-
nalista italiano Gustavo Zagrebelsky, el autor se aferra a la dogmática de un 
derecho dúctil (mite) que pueda equilibrar el derecho a la vida y el derecho a 
decidir sobre la vida. Rehuyendo de planteamientos integrales, el recurso a la 
eutanasia debe limitarse rígidamente a las hipótesis de «pacientes incurables 
que pueden demostrar que la decisión extrema se tomó espontáneamente y 
con ausencia de cualquier tipo de coerción», y que el paciente tenga la capa-
cidad para expresar plena y libremente su derecho fundamental al consen-
timiento informado. De esta manera se protegería a los sujetos vulnerables, 
que es la tarea primordial del Estado; como recuerda Adamo, de hecho, la 
razonabilidad de la provisión de límites al derecho a decidir sobre la propia 
vida se basa en el supuesto de que «si bien todas las personas tienen el derecho 
de tomar decisiones personales importantes, [...] las personas pueden tomar 
decisiones de forma impulsiva o empujadas por la depresión» (citando a R. 
Dworkin). Para garantizar que la autonomía del solicitante de la eutanasia se 
exprese de la manera más completa y libre posible y que el Estado pueda cum-
plir la tarea de proteger al sujeto incluso contra sí mismo, es necesario que el 
uso de la eutanasia sea limitado y rígidamente circunscrito.

Cualquier tesis, como es sabido, es discutible, pero todas deben basar-
se en una argumentación y en una interpretación solventes; que las tesis de 
Ugo Adamo sean, como mínimo, fundadas, se puede demostrar con una re-
ciente resolución de la siempre creativa Corte Constitucional italiana (Auto 
207/2018), en la que el Alto Tribunal, utilizando una nueva técnica de toma 
de decisiones, ha suspendido por un año la deliberación sobre las dudas de 
constitucionalidad planteadas por el art. 580 del Código Penal (que sanciona/
castiga la ayuda al suicidio), y lo ha hecho, sobre todo, para permitir que el 
Parlamento intervenga mediante una regulación apropiada.

El reenvío a una nueva regulación se hizo tras precisar que «el actual 
marco regulador sobre el final de la vida deja ciertas situaciones que merecen 
tutela constitucional sin la protección adecuada».

El Parlamento ahora tiene un año para decidir si regula el tema de la ayu-
da al suicidio (y también de la eutanasia), antes de que la Corte se pronuncie. 
Y creo que el libro escrito por Ugo Adamo, doctor en Derecho Constitucional 
por la Universidad de Calabria, será de gran utilidad al legislador italiano y 
a los magistrados del Tribunal Constitucional en el caso de que tengan que 
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resolver sobre la inconstitucionalidad del art. 580 del Código Penal, en cuanto 
constituye un corpus bien articulado, bien elaborado y bien expuesto. Una 
apuesta atrevida en un ámbito científico —el de los bioderechos— en el que 
simplemente describir es difícil, por lo que formular soluciones es todo un 
ejercicio de valentía que hay que reconocer a Adamo: valentía que no ingenui-
dad ni inconsciencia.

Jorge Lozano Miralles 
Universidad de Jaen

Marcelo Bernal y Calogero Pizzolo (dirs.), Gonzalo Gabriel Ca-
rranza (coord.), Modelos para armar: procesos federales actuales, descentraliza-
ción del poder y desafíos del gobierno multinivel, Editorial Astrea y Universidad 
Nacional de Córdoba, 2018, 569 págs.

En el moderno lenguaje de la ciencia política y del derecho constitu-
cional se emplean vocablos con un sentido plural que, a veces, dificultan su 
entendimiento unívoco, incluso con uso recurrente sin una verdadera base 
científica más allá de la corriente predominante en un momento determina-
do. Uno de ellos es, sin duda, el de federalismo, concepto clave en la historia 
de las formas políticas y de los tipos de Estado desde el punto de vista de la 
organización territorial, al ser uno de los modelos clásicos para catalogar los 
Estados modernos. Aun ello, hay que considerar que el término ha dejado de 
representar un significado homogéneo y que, incluso, su utilización es, a ve-
ces, automática, sin aclarar en verdad lo que se quiere significar con él. En este 
sentido, Rovira (2018) ha dicho recientemente entre nosotros —con motivo 
del cuadragésimo aniversario de nuestra Constitución— que 

[…] otras palabras sin embargo no cambian, simplemente se vacían hasta no decir 
nada. Las repetimos, pero sin convicción, y como el eco se van desvaneciendo hasta 
que dejamos de entenderlas. «Federalismo», por ejemplo, ¿acaso es una posición que 
puede realizarse o se dice porque no se sabe qué otra cosa decir, como un gesto, una 
pose que ni se siente en la piel ni acelera los latidos del corazón? De lo que no tengo 
duda es de que la palabra federalismo se ha convertido en un trasto, en una carga 
que por sí sola divide y frena cualquier acuerdo. Además, es una palabra que nace 
del recuerdo y nuestra experiencia federal no es precisamente ejemplar.

Por lo demás, esa percepción no es nueva. Ya Burdeau (1976: 94) ha-
blaba en su momento de déclin du fédéralisme apelando a los cambios que ese 
término había sufrido desde las primeras experiencias prácticas, básicamente 




